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Dictamen de comisión
Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacien-
da y de Trabajo y Prevision Social han conside-
rado el proyecto de ley en revisión registrado
bajo el número C.D.-39/04 sobre cómputo de la
alícuota a los efectos de las contribuciones pa-
tronales a cargo de las provincias que transfi-
rieron sus sistemas previsionales; y, por las ra-
zones que en el fundamento se citan y se
acompañan, se aconseja su aprobación con la
siguiente modificación en su artículo 1°:

Artículo 1°: A los efectos de las liquida-
ciones y pago de las contribuciones patro-
nales a cargo de las provincias y de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires, que
transfirieron sus sistemas previsionales a la
Nación, sólo será computable como tal, la
alícuota del 10,17 % sobre la nómina sala-
rial, destinada al Sistema Integrado Jubila-
ciones y Pensiones –SIJP–, ley 24.241, que-
dando expresamente excluidos de dicho



concepto, los aportes correspondientes a las
contribuciones patronales sobre la nómina
salarial con destino a los subsistemas de
seguridad social regidos por las leyes 19.032
(INSSJP), 24.013 (Fondo Nacional de Em-
pleo) y 24.714 (Régimen de Asignaciones
Familiares); tal cual surge de la estricta
aplicación de la ley 25.453, modificatoria
del decreto 814/2001.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes
del Reglamento del Honorable Senado, este dic-
tamen pasa directamente al orden del día.

Sala de las comisiones, 5 de octubre de 2004.

Jorge M. Capitanich. – Carlos A.
Prades. – Ernesto R. Sanz. – Julio
A. Miranda. – Pedro Salvatori. –
Raúl E. Ochoa. – Marcelo E.
López Arias. – Mabel L. Caparrós.
– Guillermo R. Jenefes. – Silvia E.
Gallego. – Marcelo A. H. Guinle.
– Roberto F. Ríos. – María D.
Sánchez. – Ruben H. Giustiniani.
– Celso A. Jaque. – Nancy B.
Avelín de Ginestar.

FUNDAMENTOS DEL DICTAMEN
(Del presidente de la Comisión de

Presupuesto y Hacienda, senador Jorge M.
Capitanich)

Señor presidente:
Visto el proyecto de ley en revisión sobre

cómputo de la alícuota a los efectos de las con-
tribuciones patronales a cargo de las provincias
que transfirieron sus sistemas previsionales, re-
gistrado bajo el número C.D.-39/04, vuestra Co-
misión de Presupuesto y Hacienda procede al
análisis del mismo.
I. Objetivo del proyecto

El presente proyecto de ley procura brindar
certeza respecto a la alícuota que deben consi-
derar las provincias que transfirieron sus siste-
mas previsionales a la Nación a los efectos de
las liquidaciones y pagos de las contribuciones
patronales, atento a las diferentes interpretacio-
nes generadas al respecto entre las provincias
y el Estado nacional.
II. Antecedentes del proyecto

El artículo 9° de la ley 25.453 establece las
alícuotas correspondientes a las contribuciones

patronales sobre la nómina salarial con destino
a los subsistemas de seguridad social regidos
por las leyes 19.032 (INSSJP), 24.013 (Fondo
Nacional de Empleo), 24.241 (Sistema Inte-
grado de Jubilaciones y Pensiones) y 24.714
(Régimen de Asignaciones Familiares). Esta-
blece dos alícuotas: 20 % para empleadores
cuya actividad principal sea locación y pres-
tación de servicios y 16 % para las restantes
(hoy 17 %).

La alícuota del 17 % comprende cuatro
subsistemas en los siguientes porcentajes:
4,44 % destinado al Régimen Nacional de Asig-
naciones Familiares, 0,89 % al Fondo Nacional
de Empleo (ley 24.013), al INSSYP (ley 19.032)
1,5 % y al SIJP el 10,17 %.

La relación de las provincias que transfirie-
ron sus cajas previsionales respecto a cada
subsistema es la siguiente:

Respecto al Régimen Nacional de Asigna-
ciones Familiares: Las provincias no se encuen-



tran comprendidas dentro del sistema reglado
por la ley 24.714 – Régimen Nacional de Asig-
naciones Familiares. Las asignaciones familia-
res de los trabajadores activos que se desem-
peñan en el sector público provincial y municipal
son abonadas en forma directa por las provin-
cias con fondos propios y por imperio de sus
normas locales específicas. Es decir, no son
abonadas en forma directa por ANSES ni se
permite al estado provincial compensar exce-
dentes, atento a no estar alcanzados por el Ré-
gimen de Asignaciones Familiares dispuesto por
la ley 24.714.

Respecto al INSSJP (PAMI): La no incorpo-
ración de los jubilados provinciales transferidos
e incorporados al SIJP y la consecuente excep-
ción de aportar de las provincias en su carácter
de empleadora al subsistema de la ley 19.032
surge del artículo 12 de la citada ley y de los
propios convenios de transferencia, por ejem-
plo, la cláusula 13 del Convenio de Transferen-
cia del Sistema Previsional de la Provincia de
San Juan.

Artículo 12 ley 19.032: “El directorio del
instituto podrá convenir con los gobiernos pro-
vinciales y municipalidades, la incorporación
al régimen de la presente ley de los jubilados
y pensionados de las cajas o institutos loca-
les. En tales supuestos los jubilados y pensio-
nados incorporados así como el personal en
actividad comprendido en el régimen
previsional de que se trate, deberán efectuar
los aportes indicados en el artículo 8°, que
serán retenidos e ingresados en la forma dis-
puesta en el artículo 9°”.

Cláusula 13 del Convenio de Transferencia
del Sistema Previsional de la Provincia de San
Juan: “El personal en actividad al que se refie-
ren las cláusulas VI y XI del presente convenio
de transferencia, continuará adherido a la obra
social de la provincia de la cual seguirá reci-
biendo las prestaciones médicas y asistenciales,
estará exento del aporte previsto en la ley na-
cional 19.032 y su modificatoria 23.568 o cual-
quier otra que la sustituya en el futuro. Asimis-
mo, el estado provincial, las municipalidades y
los demás organismos y empresas o sociedades
del Estado al cual pertenece dicho personal que-
darán excluidos de realizar la contribución pa-
tronal establecida en la mencionada ley...”.

Relacionado con el Fondo Nacional de Em-
pleo - ley 24.013, título IV - Protección de tra-
bajadores desocupados:

Corresponde mencionar lo dispuesto al res-
pecto por el artículo 112 de la ley 24.013: “Las
disposiciones de este título serán de aplica-
ción a todos los trabajadores cuyo contrato
de trabajo se rija por la Ley de Contrato de
Trabajo (texto ordenado 1996). No será apli-
cable a los trabajadores comprendidos en el
Régimen Nacional de Trabajo Agrario, a los
trabajadores del servicio doméstico y a quie-
nes hayan dejado de prestar servicios en la
Administración Pública Nacional, provincial
o municipal afectados por medidas de racio-
nalidad administrativa”.

El Honorable Senado de la Nación mediante
la resolución de fecha 1º de agosto de 2002,
solicitó al Poder Ejecutivo nacional que arbitre
las medidas a fin de respetar y aplicar la alícuo-
ta del 10,17 %.

Resolución del Honorable Senado de la Na-
ción de fecha 1º de agosto de 2002: “Solicita al
Poder Ejecutivo nacional, que a través del Mi-
nisterio de Economía de la Nación, arbitre las
medidas necesarias y conducentes para que en
las liquidaciones y pago en concepto de contri-
buciones patronales a cargo de las provincias
que han transferido sus sistemas previsionales
a la Nación, con destino al SIJP, se respete y
aplique la alícuota del 10,17 %”.

III. Análisis del proyecto

La iniciativa legislativa en su artículo 1º, de
conformidad con los antecedentes citados, es-
tablece que a los efectos de las liquidaciones y
pago de las contribuciones patronales a cargo
de las provincias que transfirieron sus sistemas
previsionales a la Nación, sólo será computable
como tal, la alícuota del 10,17 % sobre la nómi-
na salarial, destinada al Sistema Integrado de
Jubilaciones y Pensiones –SIJP–, ley 24.421,
quedando expresamente excluido de dicho con-
cepto, los aportes correspondientes a las contri-
buciones patronales sobre la nómina salarial con
destino a los subsistemas de seguridad social
regidos por las leyes 19.031 (INSSJP), 24.013
(Fondo Nacional de Empleo) y 24.714 (Régi-
men de Asignaciones Familiares), tal cual surge
de la estricta aplicación de la ley 25.453, modi-
ficatoria del decreto 814/2001.

Expresamente aclara en su artículo 2º que
las disposiciones del artículo 1º serán también
de aplicación a las jurisdicciones municipales de



las provincias que transfirieron sus sistemas
previsionales a la Nación.

En su artículo 3º establece que la Adminis-
tración Federal de Ingresos Públicos –AFIP–
deberá arbitrar los medios e instrumentos nece-
sarios para adecuar sus formularios e instructi-
vos a las disposiciones de la ley.

En forma consecuente con su redacción, en
el artículo 4º norma que quedan sin efecto las
actuaciones administrativas o judiciales que se
encontraren en curso, en cualquiera de las ins-
tancias procesales en que se hallaren, impulsa-
das por la Administración Federal de Ingresos
Públicos u organismo competente, por interpre-
tación diferente a lo aquí establecido. En los
casos en que se hubiere dictado una sentencia
firme contraria a lo aquí preceptuado y el res-
ponsable se allanare y renunciare a toda acción
y derecho, incluso el de repetición, el fisco acep-
tará la falta de interés fiscal.

IV. Opinión de especialistas

La Comisión de Presupuesto y Hacienda con-
vocó a los representantes de las provincias in-
volucradas y del Estado nacional a las reunio-
nes de comisión realizadas en el Salón Auditorio
del Honorable Senado los días 21 y 28 de sep-
tiembre de 2004 a las 15.

El señor subsecretario de Ingresos Públicos
del Ministerio de Economía y Producción, licen-
ciado Mario Presa, expresó al respecto:

“...El Poder Ejecutivo ha tenido una posición
única desde la primera vez que le toca interve-
nir en diciembre de 2001. ¿Cuál es esa inter-
pretación? En primer lugar, el decreto 814/01,
como ustedes saben, es modificatorio del 2.609/
93 que posteriormente fue modificado por el 372/
95. Esa es la primera alusión al universo en dis-
cusión que está en esos dos decretos previos al
814. Y esos dos decretos exceptúan explícita-
mente del alcance de la disminución a las acti-
vidades que desarrollan los Estados nacionales,
provinciales y municipales así como las institu-
ciones pertenecientes a los mismos y entidades
u organismos comprendidos en artículo 1º de la
ley 22.016. Digamos, ya en su nacimiento la cues-
tión estaba acotada al sector privado.

El decreto 814/01, en sus considerandos, que
son suficientemente explícitos y también exten-
sos, hace mención al alcance de la medida que,
como todos saben, consiste en determinar cuál

es la normativa que debe atenderse en cuanto a
los aportes patronales.

Entre otros considerandos, el decreto 814
dice: “Que a los mismos fines, y para facilitar el
cumplimiento global de las obligaciones tributa-
rias es particularmente apropiado dar a las con-
tribuciones patronales el carácter de crédito fis-
cal del impuesto al valor agregado, en
determinados casos; que el gobierno nacional y
el sector privado han puesto en marcha una se-
rie de planes de competitividad y generación de
empleo sectoriales, a los que se irán incorpo-
rando durante el presente ejercicio nuevas ra-
mas de la actividad económica siendo menester
reforzar estas políticas que marcan la tónica y
el rumbo adoptado por el gobierno nacional para
reencauzar la economía hacia el crecimiento y
la productividad; que en dicho marco resulta
razonable establecer una distinción en la utiliza-
ción de las contribuciones patronales como
generadoras de crédito fiscal, diferenciando las
empresas comprendidas en sectores alcanza-
dos por los planes de competitividad y genera-
ción de empleo, de los pertenecientes a secto-
res que aún no han ingresado en este tipo de
planes”. Es decir, hace permanente mención a
actividades empresarias.

Luego, la ley 25.453, al modificar el artículo
2° y establecer las alícuotas del 17 y 21 por
ciento, según se trate de prestadores de servi-
cios o no, de ninguna manera incursionó, a pe-
sar de que no lo dice explícitamente, en una
modificación de semejante magnitud, porque
como lo hemos dicho en algún informe signifi-
caría asumir que el Poder Legislativo intentó de
alguna manera subrepticia introducir la modifi-
cación, cosa que no era asumible por ninguno
de nosotros.

Por otro lado, también corresponde señalar
las expresiones del señor senador Altuna duran-
te el debate cuando dice: “Y se considera nece-
sario aumentar la carga previsional para las
empresas cuya actividad principal sea la loca-
ción y prestación de servicios, excluidas las aso-
ciaciones sindicales, las obras sociales y las en-
tidades no incluidas en el Sistema Nacional de
Seguro de Salud. En consecuencia, se aumen-
tan las contribuciones en cuatro puntos –del 16
al 20 por ciento– para aquellas empresas ex-
cluidas de la clasificación de micro, pequeña y
mediana empresa. Y queda en el 16 por ciento



para aquellas empresas que se encuentran den-
tro de esa clasificación”.

Por lo tanto, toda la temática a partir del pri-
mer decreto 2.609/93, el decreto 814/01 y la
ley 25.453 no dan lugar a interpretar que el
sector público está alcanzado en cualquiera de
sus niveles por la modificación. Y eso es lo
que hemos informado en reiteradas oportuni-
dades ante distintos proyectos que, en general,
casi todos son de índole interpretativa, inclusi-
ve este último.

De todas maneras, se trata de una ley que
tiene los alcances obvios que eso significa. Nues-
tra posición claramente ha sido en sentido ne-
gativo y la volvemos a ratificar.

En representación de las provincias partici-
paron: la señora subcontadora general de Sal-
ta, Susana Molina; de San Juan, el señor con-
tador general, Rafael Herrera, y la señora
integrante de la Comisión de Enlace Provincia
AFIP, DGI y ANSES, contadora Estela
Rodríguez; de Mendoza, el señor ministro de
Hacienda, licenciado Alejandro Gallego; de Ca-
tamarca, el señor subsecretario de Finanzas
Públicas, licenciado Marcelo Guerra, y el se-
ñor coordinador de asuntos provisionales,
Edgardo Arias Maidana; de Tucumán, el señor
contador general Rolando Steinberg y la seño-
ra contadora Mónica Mancilla; de la Rioja, el
señor secretario de Hacienda, Alejandro Cari-
dad; de Santiago del Estero, el señor contador
Juan Carlos Pérez; de Jujuy, el señor contador
general, Miguel Lasquera; y del gobierno de la
Ciudad de Buenos Aires, la asesora de Secre-
taría Hacienda y Finanzas, licenciada Carina
Maguitman, el director de Recursos Humanos,
señor Aldo Formento y Jorge Oscar Pérez, de
la Comisión de Enlace de las Provincias y de
la Ciudad de Buenos Aires.

El señor secretario de Hacienda de la pro-
vincia de La Rioja, señor Alejandro Caridad,
expuso en nombre de todos los representantes
provinciales.

“En primer lugar deseo manifestar que al con-
junto de provincias que transfirieron los regíme-
nes jubilatorios a la órbita de la Nación le pre-
ocupa sobremanera encontrarse en la actual
situación; es decir, tener que interpretar lo que,
a nuestro entender, claramente dice una ley.

”En su anterior exposición, el funcionario na-
cional hizo una serie de antecedentes referidos

al origen del decreto 814/01, que hace una dis-
tinción clara entre el sector público y privado y
sobre la cual ninguna provincia tuvo dudas. Ahora
bien, las provincias entendemos que a partir de
la observación del artículo 2° del decreto 814
–que no es una modificación sino una sustitu-
ción íntegra del texto de dicho decreto– y de la
ley 25.453, se da la situación de que surge un
dato distintivo que pareciera no distinguir entre
el sector público y el privado. Por consiguiente,
los representantes de las provincias estamos un
poco sorprendidos, ya que nunca hubiésemos
imaginado que dos o tres años después de san-
cionada la norma original íbamos a estar propi-
ciando una ley que interprete a otra.

”Nosotros queremos que las provincias
apliquen claramente los términos de la ley
25.453, al sólo efecto de cumplir con las obli-
gaciones previsionales que reconocen su gé-
nesis en los convenios de transferencia y que
se refieren exclusivamente a la normativa de
la ley 24.241.

”Por lo tanto, las provincias no pueden admi-
tir bajo ningún concepto contribuir con los siste-
mas a los cuales no pertenecen; tal es el caso
de los regímenes de las leyes 19.032, 24.013,
fondo nacional de empleo, y 24.714, de asigna-
ciones familiares.

”Con relación a las asignaciones familiares,
las provincias no pertenecen a ningún mecanis-
mo de compensación o de fondos específicos y
lo mismo ocurre con respecto al Fondo Nacio-
nal de Empleo.

”Por otra parte, quiero hacer un comentario
acerca de una interpretación que, por supuesto,
no tuvo carácter vinculante y no pasó de ser
una opinión jurídica emanada de la Dirección
Nacional de Impuestos, donde se hace un aná-
lisis del tema y sobre el cual dicha dirección
tiene una opinión contraria a las provincias. Ten-
go la sensación de que ese dictamen jurídico
adolece del análisis de algo que es sustantivo,
que son los convenios de transferencia de esos
regímenes suscritos oportunamente por las pro-
vincias. Dichos convenios constituyen en sí mis-
mo la génesis de esta relación que pasaron a
tener las provincias como fisco contribuyente.
Y cuando estos convenios establecen las obli-
gaciones a cargo de las provincias, las ciñen
estrictamente al sistema de jubilaciones de la
ley 24.241.



”Fíjense que estos convenios son bastante pa-
recidos. En la cláusula décimo tercera –yo creo
que sobreabunda– se exime expresamente a
las provincias de hacer las contribuciones re-
lativas al régimen de la ley 19.032. Digo que
‘sobreabunda’ porque al estar los pasivos como
iniciales en la órbita de la obra social provin-
cial podrían haberse opuesto. Lo mismo suce-
de con el Fondo Nacional de Empleo y el Régi-
men Nacional de Asignaciones Familiares.

”Finalmente, acá se habló de ‘deuda’, pero
nunca vimos esto como una deuda, porque cla-
ramente acatamos los términos de la ley y así
lo hemos aplicado. Es bien sabido que las pro-
vincias tienen responsabilidades ante los tribu-
nales de cuentas provinciales y no podríamos
haber ingresado fondos de las arcas del Teso-
ro a sistemas en los cuales no participamos.
Esto no fue hecho bajo ningún mecanismo de
ligereza ni nada que se le parezca. Creemos
que hemos actuado correctamente; y cuando
se habla de ‘deuda’, nosotros no hablamos de
‘deuda’. Creo que nunca hemos discutido so-
bre este tema porque creo que hay pocas co-
sas para discutir.”

Esta comisión ha recepcionado la propuesta
de incluir a la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, atento a encontrarse en igualdad de condi-
ciones con las demás provincias alcanzadas por
el presente proyecto de ley.

En consecuencia se ha procedido al análisis
de los siguientes antecedentes normativos, los
que permiten efectuar tal afirmación:

El 29/4/1994 se firmó el “Convenio de trans-
ferencia del Instituto Municipal de Previsión
Social de la Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires a la Administración Nacional de Se-
guridad Social”.

La cláusula primera del citado convenio es-
pecíficamente aclara que los beneficiarios con-
tinuarán ligados al régimen municipal de cober-
tura de salud a cargo del Instituto Municipal de
Obra Social del cual seguirán recibiendo las pres-
taciones médicas.

La cláusula tercera, sigue igual criterio res-
pecto a los futuros beneficiarios estableciendo
que continuarán ligados al régimen municipal de
cobertura de salud a cargo del Instituto Munici-
pal de Obra Social (ley 20.832, dispone la crea-
ción del Instituto Municipal de Obra Social IMOS,
ley de la Ciudad de Buenos Aires 472, dispone

la creación de la Obra Social de la Ciudad de
Buenos Aires, continuadora de IMOS.

En similar criterio, en el ámbito del Régimen
de Asignaciones Familiares se encuentra vigente
el régimen para los agentes del Gobierno de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecido
por la ordenanza municipal 34.138 y su modifi-
catoria, ley 116.

En virtud de los fundamentos expuestos en el
dictamen del proyecto de ley y encontrándose
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en igual-
dad de condiciones que las provincias que trans-
firieron sus sistemas previsionales es que co-
rresponde la modificación del artículo 1º.

V. Conclusión

Por las razones expuestas precedentemente,
basadas principalmente en la no adhesión de las
provincias involucradas al Régimen de Asigna-
ciones Familiares –24.714– y al Fondo Nacio-
nal de Empleo –ley 24.013– y estar expresa-
mente exentos de aportar al régimen previsto
por la ley 19.032, según surge de los convenios
de transferencia de los sistemas previsionales y
resultar únicamente procedente el aporte al Sis-
tema Integrado de Jubilaciones y Pensiones ins-
tituido por la ley 24.421 con un aporte del
10,17 %; se aconseja la aprobación del texto
de proyecto de ley incluido en el presente dicta-
men, el cual incorpora a la Ciudad Autónoma
de Buenos Aires por considerarla en igualdad
de condiciones con las del resto de las provin-
cias comprendidas en el proyecto en análisis.

Jorge M. Capitanich.

Sanción de la Honorable Cámara de
Diputados de la Nación
(18 de agosto de 2004)

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,...

Artículo 1º – A los efectos de las liquidacio-
nes y pago de las contribuciones patronales a
cargo de las provincias que transfirieron sus sis-
temas previsionales a la Nación, sólo será com-
putable como tal, la alícuota del 10,17 % sobre
la nómina salarial, destinada al Sistema Integra-
do de Jubilaciones y Pensiones –SIJP–, ley
24.421, quedando expresamente excluidos de



dicho concepto, los aportes correspondientes a
las contribuciones patronales sobre la nómina
salarial con destino a los subsistemas de seguri-
dad social regidos por las leyes 19.032 (INS-
SJP), 24.013 (Fondo Nacional de Empleo) y
24.714 (Régimen de Asignaciones Familiares);
tal cual surge de la estricta aplicación de la ley
25.453, modificatoria del decreto 814/2001.

Art. 2º – Las disposiciones del artículo ante-
rior, serán también de aplicación a las jurisdic-
ciones municipales de las provincias que trans-
firieron sus sistemas previsionales a la Nación.

Art. 3º – La Administración Federal de In-
gresos Públicos –AFIP–, deberá arbitrar los
medios e instrumentos necesarios para adecuar
sus formularios e instructivos a las disposicio-
nes de la presente ley.

Art. 4º – Quedan sin efecto las actuaciones
administrativas o judiciales que se encontraren
en curso, en cualquiera de las instancias proce-
sales en que se hallaren, impulsadas por la Ad-
ministración Federal de Ingresos Públicos u or-
ganismo competente, por interpretación diferente
a lo aquí establecido. En los casos en que se
hubiere dictado una sentencia firme contraria a
lo aquí preceptuado y el responsable se allanare
y renunciare a toda acción y derecho, incluso el
de repetición, el fisco aceptará la falta de inte-
rés fiscal.

En todos los supuestos las costas, costos,
honorarios y, en general, los denominados

gastos causídicos, se impondrán por el orden
causado.

Art. 5º – La presente ley entrará en vigencia
al día siguiente al de su publicación en el Boletín
Oficial de la Nación.

Art. 6º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

EDUARDO O. CAMAÑO.
Eduardo D. Rollano.

Buenos Aires, 22 de septiembre de 2004.

Señor secretario parlamentario del Honora-
ble Senado de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a usted, infor-
mándole que se ha deslizado un error material
en la redacción del proyecto de ley registrado
bajo los números de expediente 3.918 y 4.017-
D.-04 respectivamente, Orden del Día 844,
aprobado por esta Honorable Cámara en se-
sión del 18 de agosto de 2004, donde dice:

Artículo 1º – “...destinada al Sistema Inte-
grado de Jubilaciones y Pensiones –SIJP–, ley
24.421,...”

Debe decir:
Artículo 1º: “...destinada al Sistema In-

tegrado de Jubilaciones y Pensiones
–SIJP–, ley 24.241,...”

Saludo a usted, muy atentamente.

Eduardo O. Camaño.


